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 17867 RESOLUCIÓN de 30 de septiembre de 2008, de la Direc-
ción General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por doña María Teresa Álvarez de la Peña, 
contra la negativa del registrador mercantil n.º 9 de 
Madrid, a dejar constancia del protocolo familiar deno-
minado «Familia Álvarez, Avantis el Grupo Gedeco».

En el recurso interpuesto por don José Antonio Magdalena Anda, en 
nombre y representación de doña María Teresa Álvarez de la Peña, contra 
la negativa del Registrador Mercantil de Madrid (titular del Registro 
número IX), don José Antonio Calvo y González de Lara, a dejar constan-
cia en dicho Registro del protocolo familiar denominado «Familia Álva-
rez, Avantis El Grupo Gedeco».

Hechos

I

Con fecha 2 de noviembre de 2007, con número de entrada 149.447, 
asiento 1.021 del Diario 1.819, se presentó en el Registro Mercantil de 
Madrid la escritura de protocolización del protocolo familiar «Familia 
Álvarez, Avantis El Grupo GEDECO», autorizada por el Notario de Madrid 
don Gerardo Muñoz de Dios el día 13 de enero de 2006 bajo el número 84 
de su protocolo.

Dicha escritura fue objeto de calificación negativa con fecha 19 de 
noviembre de 2007 por la que se expresa lo siguiente:

«El Registrador Mercantil que suscribe, previo examen y calificación 
del documento precedente, de conformidad con los artículos 18 del 
Código de Comercio y 6 del Reglamento del Registro Mercantil y habién-
dose dado cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 15 de dicho Regla-
mento, ha resuelto no practicar la inscripción solicitada por haber obser-
vado el/los siguientes/s defecto/s que impiden su práctica:

Entidad: Grupo Gedeco Avantis, S.L.

La hoja de la sociedad a que se refiere el precedente documento ha 
sido cerrada por falta del depósito de cuentas, por haber sido calificadas 
con defectos las cuentas anuales de la sociedad correspondientes al ejer-
cicio 2005, conforme a lo establecido en el artículo 378 del R.R.M. En 
consecuencia para inscribir los actos que contiene este documento es 
menester que con carácter previo se practique el depósito de las cuentas 
anuales debidamente aprobadas.

Falta, para la debida constancia registral del protocolo presentado, 
una instancia con firma legitimada notarialmente del órgano de adminis-
tración de la sociedad con reseña identificativa del protocolo a efectos de 
su constancia en el Registro Mercantil de conformidad con lo señalado en 
el artículo 5 del Real Decreto 171/2007 de 9 de febrero, debiendo asi-
mismo constar si desde el sitio web corporativo de la sociedad, que 
consta en este Registro, es accesible el protocolo.

Son defectos subsanables.

Sin perjuicio de proceder a la subsanación de los defectos anteriores y 
a obtener la inscripción del documento, en relación con la presente califi-
cación: A) Puede instarse la aplicación del cuadro de sustituciones con-
forme a los arts. 18 del Código de Comercio, 275 bis de la Ley Hipotecaria 
y al Real Decreto 1039/2003, en el plazo de quince días, a contar desde la 
fecha de notificación, o bien y sin perjuicio de lo anterior; B) Impugnarse 
directamente ante el Juzgado de lo Mercantil de esta capital mediante 
demanda que deberá interponerse dentro del plazo de dos meses, conta-
dos desde la notificación de esta calificación, siendo de aplicación las 
normas del juicio verbal conforme a lo previsto en los artículos 324 y 328 
de la Ley Hipotecaria o, C) Alternativamente interponer recurso en este 
Registro Mercantil para la Dirección General de los Registros y del Nota-
riado en el plazo de un mes desde la fecha de notificación en los términos 
de los artículos 324 y siguientes de la Ley Hipotecaria.

Madrid, a 19 de noviembre de 2007.»

Dicha calificación se notificó los días 22 y 23 de noviembre al Notario 
autorizante y al presentante del documento, respectivamente.

II

El 13 de diciembre de 2007 se presentó en el Registro Mercantil de 
Madrid, con el número de entrada 170.510, asiento 566 del Diario 1.834, 
el escrito de interposición de recurso contra la nota de calificación 
transcrita, en unión del documento calificado y de los documentos que 
en el mismo se relacionan. Dicho recurso se basa en los siguientes argu-
mentos:

Primero.–La sociedad Grupo Gedeco Avantis S.L. fue constituida el 
31 de julio de 2002 por don Aurelio Álvarez Álvarez, con la finalidad de 

reestructurar su grupo empresarial, constituido por decenas de socie-
dades mercantiles. Como consta en el Registro, don Aurelio Álvarez 
Álvarez era el socio principal y administrador único de la citada compa-
ñía.

Segundo.–En razón a las circunstancias antes descritas, el 13 de enero 
de 2006 fue suscrito por el fundador don Aurelio y por sus cuatro hijos un 
protocolo familiar denominado «Familia Álvarez Protocolo Familiar 
Avantis El Grupo Gedeco». El documento fue protocolizado ante el Nota-
rio de Madrid don Gerardo Muñoz de Dios con igual fecha y con el número 
84 de su protocolo. Constan las firmas de don Aurelio Álvarez y de sus 
cuatro hijos al final del documento, extendidas en presencia del señor 
Notario como en el documento se indica. Este protocolo tiene por objeto 
regular las relaciones de los miembros de la familia respecto del negocio 
familiar –el grupo de empresas integrado en la mercantil Grupo Gedeco 
Avantis S.L.– previendo mecanismos de participación y de solución de 
conflictos, así como la organización de los órganos de gobierno de la 
sociedad para cuando faltase don Aurelio Álvarez; entre otras: Órganos de 
gobierno de la sociedad, incluyendo la constitución de un Consejo de 
Administración en el cual necesariamente estarían representadas las dos 
ramas familiares; régimen de las participaciones de cada familiar en la 
compañía; sucesión en la persona del fundador e integración de los fami-
liares en la empresa y en los órganos de gobierno de la sociedad; obligato-
riedad de los pactos contraídos, tanto de naturaleza moral como los de 
tipo parasocial y, sobre todo, los societarios. En otro orden de cosas, el 
protocolo instauraba diversos órganos extrasocietarios –por ejemplo 
Consejo de Familia– para facilitar la integración de los familiares en la 
gestión de la compañía. Este protocolo es el que se presenta para inscrip-
ción.

Tercero.–El día 8 de noviembre de 2006 fallece don Aurelio Álvarez 
Álvarez, fundador y administrador único de la compañía. La totalidad de 
las participaciones sociales fueron distribuidas entre sus cuatro hijos 
mediante escritura de protocolización de cuaderno particional otorgado 
por los Albaceas Contadores Partidores designados testamentariamente 
el 31 de julio de 2007 ante el Notario de Madrid don Segismundo Álvarez 
Royo-Villanova. A los hermanos Álvarez de la Peña se les adjudica una 
participación total del 41,66 % en el capital de la compañía.

Cuarto.–Los otros socios, don Eduardo y don Sergio Álvarez Corral, 
ignoraron manifiestamente el protocolo familiar, negándose a conformar 
el Consejo de Administración. Ante esta situación, y vista la acefalia de la 
compañía, la parte recurrente decidió presentar ante el Registro Mercan-
til el protocolo familiar para dejar constancia del mismo, hacer valer los 
pactos con contenido societario y promover el nombramiento de un Con-
sejo de Administración, como se había pactado en documento público. El 
protocolo fue presentado en el Registro el día 2 de noviembre de 2007, 
carente la sociedad de órgano de administración.

Quinto.–Ante la nota de calificación se pone de manifiesto que los 
protocolos familiares han sido objeto de debate por la doctrina en los 
últimos años, hasta llegar al convencimiento mayoritario de su accesibili-
dad casi necesaria al Registro Mercantil. Se trata de un instrumento jurí-
dico muy común y útil en las sociedades familiares cuya propiedad y 
dirección pertenecen a un mismo grupo familiar, generalmente integrado 
por el fundador de la compañía y sus descendientes u otros parientes 
directos. Y entre las diversas finalidades de estos protocolos tiene espe-
cial relevancia la autorregulación de la sucesión en la empresa, esto es, la 
predeterminación voluntaria pero imperativa para todos los socios fami-
liares de cómo organizar el relevo en los órganos de administración de la 
compañía y la transmisión de acciones o participaciones sociales entre 
los herederos. Consciente de la importancia de dichos instrumentos jurí-
dicos el legislador español ha previsto el acceso al Registro Mercantil de 
los protocolos familiares (Disposición Final Segunda de la Ley 7/2003 de 
1 de abril y R.D. 171/2007 de 9 de febrero). Ha quedado regulada la accesi-
bilidad de aquellos pactos o acuerdos que tengan trascendencia societa-
ria, por afectar por ejemplo a los órganos de la compañía o al régimen de 
transmisibilidad de las participaciones sociales. En el presente caso nos 
encontramos con un protocolo familiar, elevado a público, que contiene 
diversos pactos vinculantes para todos los firmantes del mismo (quienes 
representan la totalidad del capital social de la compañía), siendo unos 
pactos de carácter parasocial y otros de naturaleza estrictamente societa-
ria como son entre otros los siguientes:

Determinación de la forma concreta del órgano de administración: un 
Consejo de Administración con una determinada composición represen-
tativa de las dos ramas familiares y con la participación de expertos inde-
pendientes.

Determinación de una serie de comités o consejos consultivos de las 
compañías.

Régimen especial de transmisión y valoración de las participaciones 
sociales de la compañía.

Pactos todos ellos suscritos por todos los titulares del capital social 
de la compañía en unión de quien fue un día su Administrador único, y 
que son compatibles con los estatutos sociales (por ejemplo en lo que 
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respecta a la concreta forma del órgano de administración de la socie-
dad).

Sexto.–En cuanto a los motivos de la nota de calificación del Registra-
dor, el cierre de la hoja de la compañía no puede ser obstáculo insalvable 
para la publicidad legal del protocolo familiar que la propia legislación 
prevé, pues de lo contrario se produciría una grave quiebra del principio 
de accesibilidad y de publicidad de este tipo de instrumentos jurídicos. 
Máxime cuando el fallecimiento del Administrador Único impide el fun-
cionamiento normal de la compañía, debiendo aplicarse precisamente las 
disposiciones prevenidas en el protocolo familiar para el nombramiento 
de un nuevo órgano de administración –un Consejo de Administración-
que podrá promover la subsanación del defecto detectado. Debe evitarse 
el círculo vicioso de que no se inscribe el protocolo porque no se deposi-
tan las cuentas, y éstas no pueden aprobarse porque no se ha inscrito el 
protocolo ni los acuerdos societarios que contiene y que permitirían des-
bloquear la situación. Es más, a la fecha de interposición del recurso se 
advierte que han sido depositadas las cuentas del ejercicio 2005, por lo 
que este defecto subsanable habría quedado subsanado en todo caso.

Séptimo.–Respecto a la omisión de la instancia del Administrador 
único con firma legitimada notarialmente, debe advertirse que tampoco 
concurre defecto alguno pues el protocolo presentado en el Registro apa-
rece firmado por quien era Administrador Único en el momento de su 
aprobación y de su presentación en el Registro, como se puede observar 
en la última hoja del instrumento público donde consta la firma perfecta-
mente identificada de don Aurelio Álvarez Álvarez. Pretender ahora que 
dicha persona, ya fallecida, firme una instancia es de todo punto imposi-
ble y además innecesario, dado que era voluntad manifiesta del órgano de 
administración asumir y dar plena efectividad y publicidad al protocolo 
familiar.

Con carácter subsidiario, si pese a todo se considerase necesaria una 
instancia por órgano de administración actual se hace constar que es 
imposible toda vez que los socios hermanos Álvarez Corral no han respe-
tado el protocolo familiar, al haberse efectuado el nombramiento de un 
administrador único en la persona de uno de ellos. Dicha persona no per-
mite el acceso al Registro del citado protocolo familiar cuyo contenido 
choca radicalmente con su nombramiento como órgano de gobierno uni-
personal. Mantener la exigencia de una instancia firmada por dicha per-
sona supondría un auténtico fraude de ley, pues bajo un aparente respeto 
formalista de la norma se vulnera el espíritu claro y terminante de la 
misma.

III

Con fecha 17 de diciembre de 2007 se dio traslado del recurso al Nota-
rio autorizante, siendo recibido el día 26 siguiente, sin que conste en el 
Registro que haya formulado alegaciones.

Mediante escritos con fecha de 8 de enero de 2008, el Registrador Mer-
cantil emitió informe y elevó el expediente a esta Dirección General, con 
registro de entrada de 15 de enero del mismo año.

Fundamentos de Derecho

Vistos el artículo 115 de la Ley de Sociedades Anónimas; el artículo 9 
de la Ley 34/2002 de 11 de julio de servicios de la sociedad de la informa-
ción y del comercio electrónico; la disposición final segunda de la
Ley 7/2003, de 1 de abril de la sociedad limitada Nueva Empresa; el ar-
tículo 378 del Reglamento del Registro Mercantil; el Real Decre-
to 171/2007, de 9 de febrero, sobre publicidad de los protocolos familia-
res; y la Resolución de 4 de mayo de 2005.

1. La disposición final segunda de la Ley 7/2003, de 1 de abril, de la 
sociedad limitada Nueva Empresa, habilitó al Gobierno para establecer 
las condiciones, forma y requisitos para la publicidad de los protocolos 
familiares, así como, en su caso, el acceso al Registro Mercantil de las 
escrituras públicas que contengan cláusulas susceptibles de inscripción.

La Resolución de este Centro Directivo de 4 de mayo de 2005 admitió 
que, con base en el marcado carácter dispositivo de la Ley de Sociedades 
de Responsabilidad Limitada y en el principio de libre autonomía de la 
voluntad que consagra su artículo 12.3, pudieran crearse órganos especí-
ficos al margen de los legalmente previstos, pero siempre que se regulara 
detalladamente su composición, nombramiento, funciones, y todo ello 
dentro del margen permitido por las leyes, del mismo modo que, según la 
citada Resolución, un posible código deontológico o unas normas de 
desarrollo de un protocolo familiar sólo podían acceder al Registro, a 
falta de específica previsión legislativa, por la vía de una completa regula-
ción estatutaria y siempre dentro del estricto respeto a los límites lega-
les.

Ha sido el Real Decreto 171/2007, de 9 de febrero, el que ha establecido 
las distintas vías de acceso al Registro de los protocolos familiares, defi-
niéndolos, clasificándolos y regulando la publicidad registral de estos 
instrumentos jurídicos.

La publicidad registral del protocolo familiar queda al arbitrio del 
órgano de administración de la sociedad (artículo 3 del Real Decreto) en 
atención al interés de la sociedad, y con el consentimiento expreso de los 
afectados cuyos datos sean incluidos en el protocolo.

Una primera y limitada vía de acceso, que en rigor no es registral, con-
siste en la publicación del protocolo en el sitio web de la sociedad, con la 
única exigencia (y vinculación con el Registro) de que debe hacerse en el 
dominio o dirección de internet que conste en la hoja abierta a la sociedad 
en el Registro Mercantil (artículo 9 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de 
servicios de la sociedad de la información y del comercio electrónico).

Una segunda vía, la regulada por el artículo 5 del Real Decreto, se 
reduce a hacer constar en la hoja abierta a la sociedad la simple existen-
cia de un protocolo familiar y sus datos identificativos, sin detallar su 
contenido.

La tercera vía es la que establece el artículo 6 del Real Decreto, en 
virtud del cual al depositar las cuentas anuales el órgano de administra-
ción puede incluir, entre la documentación correspondiente, una copia o 
testimonio total o parcial del documento público en que conste el proto-
colo de la sociedad, en cuanto documento que puede afectar al buen 
gobierno de la sociedad familiar.

Por último, el artículo 7 del mismo Real Decreto 171/2007 prevé la 
inscripción de determinados acuerdos sociales cuando se han adoptado 
en ejecución de un protocolo familiar publicado, circunstancia que no 
sólo ha de ser objeto de mención expresa en la inscripción sino que se 
hará constar también en la denominación de la correspondiente escritura 
pública, a fin de permitir con ello una más adecuada interpretación de los 
acuerdos adoptados.

2. En el presente supuesto, una de las personas que han suscrito un 
protocolo familiar ante Notario pretende su depósito en el Registro Mer-
cantil, y aunque no se dice expresamente, es palmario que se trata de la 
publicidad noticia a que alude el artículo 5 del Real Decreto 171/2007, ya 
que no se está ni ante una modificación estatutaria ni ante el depósito que 
puede instarse con motivo de la publicidad de las cuentas anuales.

Dos son las objeciones que formula el Registrador Mercantil: La pri-
mera, que la sociedad tiene el Registro cerrado al no haber depositado las 
cuentas de un determinado ejercicio social; la segunda, que la publicidad 
del protocolo no viene solicitada, como exige el artículo 5 citado, por el 
órgano de administración de la sociedad.

3. Ambos defectos deben ser confirmados en todos sus términos.

El artículo 378 del Reglamento del Registro Mercantil dispone el cierre 
registral de la hoja abierta a la Sociedad cuando haya transcurrido un año 
desde la fecha de cierre del ejercicio sin que se haya practicado el depó-
sito de las cuentas anuales aprobadas: el Registrador Mercantil no inscri-
birá ningún documento presentado con posterioridad a aquella fecha, 
hasta que, con carácter previo, se practique el depósito. Es indiferente la 
causa que ha impedido el depósito de las cuentas –incidentalmente, ya 
efectuado en el momento en que se elevó el recurso a esta Dirección 
General–; lo relevante es que, debiendo consignarse en la hoja abierta a la 
sociedad la existencia del protocolo mediante un asiento de inscripción 
(véase el preámbulo del citado Real Decreto y el párrafo segundo del 
mencionado artículo 5, según el cual si el protocolo familiar se hubiere 
formalizado en documento público notarial se indicará en la inscripción 
el Notario autorizante, lugar, fecha y número del protocolo notarial del 
mismo), dicho cierre impediría la publicidad registral del mencionado 
protocolo.

En cuanto al segundo de los defectos, el protocolo familiar lo presenta 
en el Registro uno de los suscriptores del mismo, hijo de quien era admi-
nistrador único de la Sociedad en el momento de su suscripción, pero que 
no forma parte de dicho órgano en el momento de su actuación ante el 
Registro. Y lo hace con el confesado fin de obtener, por la vía registral, la 
solución a la situación que él mismo califica de incumplimiento por otros 
de los firmantes del protocolo en todo lo referente a la conformación y 
designación del órgano de administración de la Sociedad afectada. A este 
efecto cabe recordar que la publicidad que regula el artículo 5 del Real 
Decreto 171/2007 es una mera publicidad noticia, que da a conocer la 
existencia de un protocolo familiar pero no su contenido, y que por su 
propia definición no entraña la calificación de sus cláusulas, no genera un 
efecto de publicidad material, ni, mucho menos, garantiza su cumpli-
miento. Sólo estaría amparada por la fe pública registral la modificación 
estatutaria inscrita como consecuencia de la ejecución de un protocolo 
familiar publicado (artículo 7 del citado Real Decreto), y como tal cláu-
sula estatutaria inscrita obligaría a los socios (artículo 9 de la Ley de 
Sociedades Anónimas).

Hecha esta consideración, se advierte también que el hecho de que el 
protocolo estuviera suscrito por quien era administrador único en la 
fecha de su protocolización notarial (y fallecido en el momento de la pre-
sentación del documento en el Registro), contrariamente a lo que se alega 
en el recurso no suple la necesidad de solicitud expresa por parte del 
órgano de administración –inscrito en el Registro-exigida por el artículo 5 
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del Real Decreto; órgano que, además, necesita el consentimiento expreso 
de todos los afectados por el protocolo (artículo 3, párrafo 2 in fine). Afir-
mar que la exigencia por parte del Registrador de que se cumplan los 
requisitos del Real Decreto 171/2007 es un formalismo que viene a vulne-
rar el espíritu claro y terminante de la norma supone desconocer la esen-
cia de su función, y también la del Registro, que no puede convertirse en 
foro en el que se diriman los conflictos y disensiones que surjan en el seno 
de los órganos sociales. Por lo demás, no procede en el marco de este 
expediente de recurso decidir sobre la eficacia del pacto en el ámbito 
ajeno al registral.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso interpuesto 
y confirmar la calificación del Registrador.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Mercantil de la capital de la Pro-
vincia en que radica el Registro, en el plazo de dos meses desde su notifi-
cación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en la disposición adicional vigésima cuarta de la 
Ley 24/2001, de 27 de diciembre, y los artículos 325 y 328 de la Ley Hipo-
tecaria.

Madrid, 30 de septiembre de 2008.–La Directora General de los Regis-
tros y del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 17868 RESOLUCIÓN de 1 de octubre de 2008, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por Comercial Yegor, S. L., contra la negativa 
del registrador de bienes muebles de Madrid a inscribir 
una certificación de adjudicación de un bien mueble y un 
mandamiento de cancelación de cargas expedidos por la 
Tesorería General de la Seguridad Social.

En el recurso interpuesto por don Roberto Yepes Gordo, en represen-
tación de «Comercial Yegor, S. L.», contra la negativa del Registrador de 
Bienes Muebles de Madrid don José María Méndez-Castrillón Fontanilla, 
a inscribir una certificación de adjudicación de un bien mueble y un man-
damiento de cancelación de cargas expedidos por la Tesorería General de 
la Seguridad Social.

Hechos

I

El día 31 de enero de 2008, con el número de entrada 20080010590, 
Asiento 20080008471 del Diario 10, se presenta en el Registro Provincial 
de Bienes Muebles de Madrid una certificación sobre adjudicación y man-
damiento de cancelación de cargas posteriores de la Unidad de Recauda-
ción Ejecutiva 28/16 de Alcalá de Henares, Madrid, de la Tesorería Gene-
ral de la Seguridad Social sobre el vehículo marca Fiat, modelo Scudo, 
con matrícula…, correspondiente al expediente de apremio número 19 01 
00 00127253.

II

Con fecha 6 de febrero de 2008 dicho título fue calificado con la 
siguiente nota:

 «[…] Fundamentos de Derecho.

 El Registrador de Bienes Muebles que suscribe, previo examen y cali-
ficación del documento presentado, de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 18 de la Ley Hipotecaria y del Código de Comercio, y 16 de la 
Ordenanza para el Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles, ha 
resuelto no practicar la inscripción solicitada por adolecer dicho docu-
mento de los siguientes defectos: 1. Una vez consultada la Base de datos 
de este Registro, ya se encuentra inscrita la cancelación del embargo de la 
Tesorería General de la Seguridad Social URE 28-16, número de expe-
diente 19012000001272, que afectaba al vehículo matrícula … en el Diario 
9, Asiento 20070103881, folio 3 (artículo 99 del Reglamento Hipotecario). 
El defecto consignado tiene carácter de subsanable. Para practicar la ins-
cripción de la cancelación del contrato inscrito en este Registro al folio 2, 
con referencia al vehículo a que se refiere el precedente mandamiento, 
deberá solicitarla expresamente la entidad financiera Tar Credit Estableci-
miento Financiero de Crédito, titular de una reserva de dominio sobre 
dicho vehículo, mediante carta dirigida a este Registro como consecuencia 
de habérsele adjudicado a un tercero en el procedimiento seguido con el 
número de expediente 19010000127253 con todos los requisitos que exige 
la Ley 28/1998, de 13 de julio, de Venta a Plazos de Bienes Muebles y su 

Ordenanza o bien se deberá acompañar la resolución judicial que así lo 
ordene (arts. 22 y 23 de la Orden de 19 de julio de 1999 por la que se 
aprueba la Ordenanza para el Registro de Venta a Plazos de Bienes Mue-
bles). El defecto consignado tiene el carácter de subsanable. Contra la 
presente calificación cabe interponer recurso en este Registro de Bienes 
Muebles para la Dirección General de los Registros y del Notariado en el 
plazo de un mes desde la fecha de la notificación en los términos de los 
artículos 324 y siguientes de la Ley Hipotecaria (redactados por la Ley 
24/2001). También puede instarse la aplicación del cuadro de sustituciones 
conforme a los artículos 19 bis y 275 bis de la citada Ley y al Real Decreto 
1039/2003, en el plazo de quince días a contar desde dicha notificación, sin 
perjuicio del ejercicio de cualquier otro medio de impugnación que el inte-
resado entienda procedente. Puede también impugnarse directamente 
ante el Juzgado de Primera Instancia de esta capital mediante demanda 
que deberá interponerse dentro del plazo de dos meses, contados desde la 
notificación de esta calificación, siendo de aplicación las normas del juicio 
verbal conforme a lo prevenido por los artículos 324 y 328 de la Ley Hipo-
tecaria en su nueva redacción por la Ley 24/2.005 de 18 de noviembre. 
Firmado digitalmente en Madrid el 6 de febrero de 2.008 por José María 
Méndez Castrillón Fontanilla, Registrador de Bienes Muebles de Madrid.»

III

Con fecha 8 de febrero de 2008 es enviada por correo con acuse de 
recibo a la autoridad administrativa la nota de calificación expuesta en el 
expositivo II anterior, constando en este Registro la recepción de la 
misma el 18 de febrero de 2008; y con fecha 8 de febrero de 2008 es reti-
rado por el interesado el documento calificado, quedando notificado. 
Todo ello según consta acreditado en el expediente.

El 28 de febrero de 2008 se presenta en el Registro de Bienes Muebles 
de Madrid escrito de recurso contra la calificación transcrita, firmado por 
don Roberto Yepes Gordo, en nombre y representación de Comercial 
Yegor, S. L., en calidad de administrador solidario, con los siguientes razo-
namientos:

1.º Como consecuencia de deudas con la Seguridad Social se inició 
por la Unidad de Recaudación Ejecutiva de dicho organismo en Alcalá de 
Henares, procedimiento ejecutivo contra don César G. F., procediendo al 
embargo de sus bienes para la satisfacción de la deuda, de acuerdo con el 
Real Decreto 1415/2004 que aprueba el Reglamento General de Recauda-
ción de la Seguridad Social. En virtud de dicho procedimiento ejecutivo, 
se inscribe en el Registro General de Bienes Muebles el embargo del vehí-
culo Fiat Scudo matrícula ….

Con posterioridad a dicho embargo se produce la inscripción de la 
reserva de dominio de dicho bien mueble a favor de Tarcredit Efe, S. A.

Como consecuencia del procedimiento ejecutivo instado por la Segu-
ridad Social se produce la venta en pública subasta del vehículo, adqui-
rido por la mercantil ahora recurrente, produciéndose por ello a la cance-
lación del embargo inscrito y a la de todas las cargas posteriores, 
emitiéndose por la autoridad de la Seguridad Social competente el certifi-
cado de adjudicación de Bienes Muebles y mandamiento de cancelación 
de cargas dirigido al Registrador de Bienes Muebles.

Los documentos y mandamientos origen de la inscripción denegada 
tienen su origen y fundamento en el procedimiento de recaudación eje-
cutiva instado por la Seguridad Social frente al titular de bien que 
motiva la venta del mismo en pública subasta y su adjudicación a 
Comercial Yegor, S. L., emitiendo el correspondiente organismo el man-
damiento de cancelación de cargas posteriores.

2.º Frente a esos documentos opone el Registro los artículos 22 y 23 
de la Orden de 19 de julio de 1999, lo cual se hace de modo equivocado:

a) Respecto de la norma aplicable a los mandamientos e inscripcio-
nes de bienes muebles, es de aplicación lo dispuesto en la Ley 26/1998, en 
la Orden de 18 de julio de 1999 (en adelante la Ordenanza), y en lo ella no 
contemplado lo dispuesto en la Ley Hipotecaria y en el Reglamento que la 
desarrolla.

b) En la tramitación de la recaudación ejecutiva de la Seguridad 
Social los mandamientos que expide la autoridad competente en esta 
materia (que según el artículo 2 del Real Decreto 1415/2004 lo es la Teso-
rería General de la Seguridad Social por sí o a través de las URE) tiene el 
mismo efecto y virtualidad que si emanaran de la Autoridad Judicial (arts. 
193 y 204 del RD) Siendo por ello los documentos que emitan, y en espe-
cial los mandamientos, documentos inscribibles, de acuerdo a lo dis-
puesto en el artículo 3 de la L. H. y artículo 4.g de la Ordenanza.

c) En este supuesto el embargo de la Seguridad Social es anterior a 
la inscripción de la reserva de dominio, teniendo sobre dicha carga prela-
ción en los términos expresados en el artículo 91 del Real Decreto 
1415/2004 y 599.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

d) Por lo demás, se está en un procedimiento ejecutivo administra-
tivo, la adjudicación y remate de un bien en virtud de deuda, de la que el 
bien responde y debidamente anotado, supone la extinción de todas las 
cargas posteriores, tal y como dispone el artículo 133 y 134 de la LH, y 


